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RESUMEN: 
Las novedades que las nuevas filosofías en la gestión pública suponen la toma en 
consideración de la información sobre los activos fijos controlados por las 
diversas administraciones entre los que, por sus especiales connotaciones, 
destacan los inmovilizados materiales. Los diversos tipos de estos activos, las 
diferentes problemáticas que su incorporación a los estados financieros conlleva, 
los especiales problemas valorativos, así como de la toma en consideración, en 
su caso, de su depreciación, se configuran como temas que no presentan una 
solución definitiva en el proceso de modernización de los instrumentos de 
información para este tipo de entidades a nivel mundial. 
 
PALABRAS CLAVE: Administraciones públicas, inmovilizado material, 
valoración de activos, información financiera, contabilidad pública. 
  

                                                 
1 Este trabajo se inscribe dentro del Proyecto de Investigación PGIDIT06CST30002PR financiado 
por la Dirección Xeral de Investigación, Desenvolvemento e Innovación de la Xunta de Galicia. 

 347 



 
1.- INTRODUCCIÓN 
La utilización de las categorías y criterios vigentes en el ámbito empresarial, 
cuyo régimen contable se ha venido tomando como referencia para las 
normativas públicas de igual naturaleza, si bien permite aprovechar la amplia 
experiencia acumulada en los años de desarrollo que la contabilidad privada 
lleva a sus espaldas, no ha supuesto el logro de unos criterios de registro y 
valoración de general aceptación en el contexto de los inmovilizados materiales 
para entidades públicas, conducentes a unos estados contables con contenidos 
informativos homogéneamente tratados, de utilidad contrastada y de general 
utilización y aceptación, debido a las peculiaridades de índole jurídica, 
económica, financiera y organizativa que presentan las entidades encuadradas en 
el contexto de las administraciones públicas frente a las pertenecientes al mundo 
empresarial, y aún a pesar de la filosofía de gestión sobre el que se sustenta el 
proceso de reforma que viene sufriendo la contabilidad pública en los últimos 
decenios, como se ha puesto de manifiesto a través numerosos estudios 
doctrinales tales como los de Mautz (1981, 1988), Moore (1991), Pallot (1997), 
Brusca (1998), Harris y Muti (1998), Littrell y Thompson (1998) y Pallot (1992). 
Entre los rasgos diferenciadores que trascienden sobre los sistemas contables 
públicos cabe destacar aquellos que se desprenden de la tenencia o control de 
unos elementos patrimoniales diversos, tales como: aquellos no ligados al 
cumplimiento de los objetivos primordiales de la entidad, elementos cuya 
situación jurídica los hace inalienables, elementos de uso libre o con 
peculiaridades de control, aquellos otros cuya incorporación al patrimonio ha 
seguido vías con inexistencia de contraprestación económica, o se ha producido 
en fechas muy lejanas, o que no disponen de un mercado de intercambio, o cuya 
naturaleza los hace únicos, sin sustitutos o alternativas comparativas reales. 
La armonización de las normas contables empresariales a nivel internacional, 
enmarcado en el proceso de globalización de la economía en curso, está teniendo 
su traslado al ámbito público, inmerso, a su vez, en una reforma en profundidad 
de sus instrumentos de gestión financiero-contables. Este trabajo se centra en 
analizar, por la vía del estudio comparativo internacional, la situación de uno de 
los aspectos que están presentando mayor dificultad en los procesos de 
modernización contable pública, al afectar a los inmovilizados tangibles, 
elementos claves tanto en la actividad propia de las administraciones públicas 
como por su peso dentro de sus patrimonios, así como por no aparecer, muchos 
de ellos, habitualmente en los patrimonios empresariales, contexto que, fruto de 
la nueva filosofía de similitud en términos de gestión de los sectores públicos y 
privados, está dando origen a unas nuevas normas contables para el sector 
público que tienden a la homogeneidad con aquel. El objetivo de este estudio es 
tratar de conocer la situación actual y las principales dificultades que en el futuro 
parece que se presentarán en el proceso de convergencia de las normas contables 
de los diversos estados que configuran nuestro entorno económico en relación 
con las políticas de contabilización de los inmovilizados tangibles por parte de 
las instituciones públicas. 
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2.- LOS INMOVILIZADOS TANGIBLES EN LAS 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 
2.1. Aspectos generales2. 
2.1.1. Pronunciamientos extracontinentales 
Una primera cuestión que surge de la consideración de estos pronunciamientos, 
es la distinción básica que se hace dentro del universo general de inmovilizados 
materiales en dos categorías: “Property, Plant and Equipment” (Propiedad, 
Planta y Equipo, en adelante PPE) e “Investment Property“ (Propiedades de 
Inversión, en adelante PI). Esta distinción, con consecuencias valorativas, se 
centra en el uso de tales elementos, considerándose generalmente dentro de la 
primera categoría, según lo señalado por el International Públic Sector 
Accounting Standard Board (IPSASB) de la International Federation of 
Accountants (IFAC),  los activos “tangibles que: (a) están en poder de una 
entidad para su uso en la producción o suministro de bienes y servicios, para 
arrendarlos a terceros, o para fines administrativos; y (b) se espera serán 
utilizados durante más de un periodo contable”[IPSAB; 2001b, par. 12]. Si, en 
cambio, “son propiedades (terrenos o un edificio, en su totalidad o en parte, o 
ambos), que se tienen para obtener rentas o plusvalías, o ambas, en lugar de para: 
(a) su uso en la producción o suministro de bienes o servicios o para fines 
administrativos; o bien para (b) su venta en el curso ordinario de las 
operaciones” [IPSAB; 2001a, pár. 6] serán tratados como PI.  
El carácter parejo que muestran las definiciones de ambas categorías en los 
diversos pronunciamientos no excluye la existencia de discrepancias puntuales al 
considerar determinados activos en una u otra categoría; así, los bosques y otros 
recursos renovables naturales son excluidos tanto de la IPSAS 16 “Investment 
Property” [IPSAB, 2001a], como de la IPSAS 17 “Property, Plant and 
Equipment” [IPSAB, 2001b]; los activos biológicos relacionados con la 
actividad agrícola no se contemplan tampoco en otras normas, casos de la 
Australian Accounting Standards Board (AASB) en sus AASB 140 “Investment 
Property” [AASB, 2004a], y AASB 116 “Property, Plant and Equipment” 
[AASB, 2004b], al emitirse una norma específica: AASB 141 “Agriculture”3.  
2.1.2. Posicionamientos continentales 
En el tratamiento contable que estos elementos reciben en países europeos de 
corte contable continental, cuyo estudio hemos centrado en los casos de Francia, 
Portugal y España, juegan un papel importante cuestiones de carácter legal.  
En Francia, la normativa contable y presupuestaria de las entidades locales, la 
Instrucción M144, establece que “la contabilidad comunal debe dar, como toda 
contabilidad, una imagen fiel de la composición y de la evolución del patrimonio 

                                                 
2 Si bien el presente trabajo se centra y articula en torno a los pronunciamientos procedentes de 
diversos institutos profesionales, sobre el tema existe una amplia discusión doctrinal. Véase, entre 
otros: (Pallot, 1996), (Van Daniker y Harris, 1999), (Lucuix, 1999), (Walker, Clarke y Dean, 2000), 
(Walker, Dean y Edwards, 2004). 

3 Postura similar es el de la Financial Reporting Standards Board (FRSB) neozealandesa que 
excluye de sus New Zealand Internacional Accounting Standards (NZ IAS) que regulan los criterios 
contables sobre las PI en  NZ IAS 40 [FRSB; 2004b] y los PPE en NZ IAS16 [FRSB; 2004a] a los 
activos biológicos relacionados con la agricultura, tratados en la NZ IAS 41 “Agriculture”. 

4 Instruction budgétaire et comptable applicable aux communes et aux établissements publics 
communaux et intercommunaux. (M14). Arrêté NOR/INT/B/0500868/A du 27 décembre 2005. 
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comunal”5, por lo que en su cuadro de cuentas aparecen las necesarias para dejar 
constancia de los distintos tipos de elementos fijos materiales que pueden formar 
parte del activo de una entidad local, así como de las diferentes situaciones 
jurídicas en las que los mismos se encuentran. Su presencia en el balance se hace 
siguiendo las tipologías jurídicas que justifican su presencia, sin acepción 
expresa a su función en la actividad de la entidad6. 
En Portugal, tanto a nivel público general (Plano Oficial de Contabilidade 
Pública7 – POCP), como a nivel local (Plano Oficial de Contabilidade das 
Autarquías Locais8 – POCAL), los bienes que son declarados de “dominio 
público” constituyen una categoría informativa contable con independencia de 
cualquier otra consideración, aplicándose al resto de los activos el criterio de uso 
seguido por el IPSASB para englobarlos bajo la denominación de 
“Inmobilizaçoes corpóreas”, siempre que el elemento sea utilizado por la entidad 
en su actividad operacional, no esté destinado a la venta y tenga una permanencia 
en la entidad superior al año, o de “Investimentos en inmoveis” entre los 
“Investimentos financieros”, cuando se trate de edificaciones urbanas y 
propiedades rústicas no afectas a la actividad operacional de la entidad9.  
En España, la consideración legal de un bien como de dominio público no 
arrastra una tipología contable, sino que es su utilización, ya sea puesto a 
disposición del público para la utilización directa por parte de los ciudadanos, o 
ya sea empleado por la entidad, bajo cuyo control o propiedad se encuentre para 
la generación de servicios públicos, empleo administrativo o cualquier otro, lo 
que determina su consideración concreta entre el inmovilizado como 
“Inversiones destinadas al uso general” o como “Inmovilizados materiales”, no 
haciéndose referencia al hecho de si el servicio que prestan tales bienes se 
encuadran dentro de la categoría de propios a la naturaleza de la entidad titular o 
si su papel es ajeno a la misma, siendo necesario recurrir a las notas explicativas 
de las cuentas anuales para obtener esta información, en el caso de las entidades 
públicas a las que es de aplicación el Plan General de Contabilidad Pública10, y 
no disponiendo de esta información, ni siquiera a través de la información 
complementaria en las Administraciones Locales, reguladas por la Instrucción 
del Modelo Normal de Contabilidad Local11. 
Observamos, pues, que mientras en Portugal se sigue la corriente vigente a nivel 
internacional, Francia y España se apartan de esta línea, al no discernir el 
objetivo para el que es empleado el bien, ligado a la actividad principal o 
independiente de la misma, a la hora de tipificarlo. A nivel local, en España la 

                                                 
5 Preámbulo. Edición de diciembre de 2000. 
6 En Francia, el proceso de modernización por el que está atravesando la contabilidad del Estado 

central, tiene uno de sus objetivos en lograr que las cuentas públicas proporcionen la imagen fiel de 
la posición financiera y de los objetivos alcanzados, lo cual pasa por elaborar unos estados 
financieros en los que habrán de figurar los activos no financieros de los que la administración 
pública dispone para el cumplimiento de sus objetivos hacia la comunidad.  

7 Decreto-Lei Nº 232/97, de 23 de setembro, que aproba o Plano Oficial de Contabilidade Pública. 
8 Decreto-Lei Nº 54-A/99, de 22 de fevereiro, que aproba o Plano Oficial de Contabilidade das 

Autarquías Locais. 
9 11.3. Notas explicativas. Classificaçao orçamental y operacional. Decreto-Lei No 54-A/99, de 22 

de Fevereiro, que aproba o Plano Oficial de Contabilidade das Autarquías Locais (POCAL). 
10 Orden EHA de 6 de mayo de 1994, que aprueba el Plan General de Contabilidad Pública. 
11 Orden EHA/4041/2004, de 23 de noviembre. 

 350



normativa contable es de muy reciente aplicación12, con lo que no cabe atribuir 
tal discrepancia a la antigüedad de la norma, sino a la posición  que la normativa 
española ha tomado al respecto13. En Francia, si bien la M14 empezó a ser de 
general aplicación para el ejercicio de 1997, ha sido objeto de permanentes 
actualizaciones, sin que en ningún momento se haya introducido en los 
inmovilizados un criterio clasificatorio de naturaleza funcional14.  
Además de esta diferencia, una segunda discrepancia importante se produce 
entre las citadas normas. Mientras que en la normativa portuguesa la totalidad 
del inmovilizado material, “Bens de dominio”, “Inmobilizaçoes corpóreas” o 
“Investimentos en inmoveis”, permanece establemente en el activo del balance, 
igual que en Francia, en el caso de España los bienes que se consideran 
“inversiones destinadas al uso general” sólo lo hacen en tanto que no comiencen 
a cumplir el cometido para el que están destinados, ya que llegado este momento 
son dados de baja, perdiendo su consideración como activos fijos, y sólo 
quedando reseña de su paso a través del saldo de una cuenta técnica, ubicada 
entre los fondos propios y denominada “Patrimonio entregado al uso general”. El 
enfoque de la normativa española al considerar estos bienes como activos fijos 
de “carácter temporal” lleva consigo consecuencias de diversa índole tanto sobre 
la imagen patrimonial de la entidad como sobre la incidencia económica de éstos 
bienes en la prestación de servicios.  
2.2. Criterios de reconocimiento 
2.2.1. Pronunciamientos extracontinentales 
En la normativa internacional, el criterio de reconocimiento de mayor aplicación 
se basa en exigir a un elemento el cumplimiento de dos requisitos para ser 
reconocido como activo bajo la categoría de PPE: (a) que “es probable que la 
entidad obtenga futuros beneficios económicos o servicio potencial derivado del 
activo; y (b) el costo del activo para la entidad pueda ser medido con suficiente 
fiabilidad” [IPSASB; 2001b, pár. 12]15.  
El cumplimiento de estos requisitos no parece plantear, en principio, para el caso 
general de los activos obtenidos por adquisición o producción, mayores 
problemas, permitiendo la presencia de estos elementos en los estados 
financieros de las entidades responsables de los mismos. 
El reconocimiento de un activo fijo material como PI se atiene a similares 
requisitos que los establecidos para los activos considerados PPE [IPSASB; 
2001a, pár. 19], [AASB; 2004a, pár. 16], [FRSB; 2004b, pár. 16] y [ASBS; 
2004a, pár. 18]. 

                                                 
12 Aprobada en noviembre de 2004, para ser de primera aplicación al ejercicio 2005.  
13 No olvidemos que la actualización de la normativa local española toma como referencia el 

vigente Plan General de Contabilidad Pública, plan marco para el conjunto del sector público 
administrativo, que fue aprobado en 1994. 

14 En Francia se ha tomado en consideración de modo exclusivo la normativa contable local habida 
cuenta que el modelo de regulación francés es de carácter ascendente, representando, en 
consecuencia, el nivel local la situación de mayor evolución contable.    

15 De similar contenido son los párrafos dedicados al reconocimiento en otros pronunciamientos 
[AASB; 2004b, pár. 7]; [FRSB; 2004a, pár. 6]; Accounting Standards Board de Sudáfrica (ASBS) 
[ASBS; 2004b; pár. 11]. También el Australian Accounting Research Foundation (AARF) establece 
similares requisitos para reconocer un activo en el estado financiero [AARF; 1996, pár. 33]. 
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No debemos dejar de señalar que las especiales circunstancias en las que se 
desenvuelven las entidades del sector público hace que para muchas de ellas la 
incorporación de elementos materiales se efectúe por otras vías distintas a las 
transacciones propias del mercado, en concreto, mediante transacciones sin 
contrapartida, procesos en los cuales no se produce un intercambio de valor sino 
que una entidad recibe un valor sin que exista una contrapartida o, de existir, la 
misma no sea de un valor equiparable. El reconocimiento como activo de un 
elemento recibido mediante una transacción sin contrapartida es abordado en la 
IPSAS 2316 [IPSASB, 2006a], “Revenue for Non-Exchange Transactions (Taxes 
and Transfers)”, donde se establecen dos requisitos: que sea probable que la 
entidad obtenga futuros beneficios económicos o servicios potenciales derivados 
del activo, y que el bien pueda ser racionalmente medido por su valor razonable 
[IPSASB; 2006a, pár. 31], siendo este segundo requisito el específicamente 
diferenciador. Similar enfoque es el seguido por la ASBS y la AASB17. 
2.2.2. Posicionamientos continentales 
En cuanto al reconocimiento de los inmovilizados tangibles en Francia, éstos son 
registrados partiendo del derecho de propiedad sobre los mismos18; además, y 
siguiendo de hecho el criterio de control, también se hacen figurar dentro del 
inmovilizado material aquellos elementos que no siendo propiedad de la entidad 
local, la misma puede ejercer legalmente los derechos de uso y los servicios que 
de ellos se desprendan, recogiéndose clasificados según la figura legal que cubra 
su situación19. 
En España, el reconocimiento se apoya en el concepto de propiedad matizado en 
casos puntuales por el criterio de control20, que lleva a que ciertos bienes, 
aunque de su propiedad, no figuren entre los activos de la entidad, mientras que 
si aparecen otros que no siendo de su propiedad si se encuentran bajo su control 
legal. La norma portuguesa sigue también el criterio de propiedad junto con el de 
control21, incluyendo como “imobilizaçoes corporeas” a aquellos controlados 
mediante arrendamiento financiero, siguiendo la corriente imperante a nivel 
internacional. 
2.3. Criterios de valoración 
2.3.1. Pronunciamientos extracontinentales  
                                                 

16 Si el elemento recibido fuera aportado por la entidad pública de la que jerárquicamente depende, 
el mismo se catalogaría como aportación en su condición de tal (contribution from owner) si cumple 
la definición dada para tal caso en la IPSAS 1 [IPSASB; 2000, pár. 6]; ello requiere que ese sea el 
fondo de la transacción, ya que en caso contrario, aún procediendo de la entidad superior jerárquica 
no sería considerado como tal [IPSASB; 2006a, párs. 37-38]. 

17 Ambas, siguiendo su línea habitual de seguimiento de la filosofía del IPSASB, han emitido en el 
año 2006 dos ED, la ASBS el ED 26 y la AASB el ED 147, ambos con el mismo título del ED 29 del 
IPSASB (convertido posteriormente, en diciembre de 2006, en la IPSAS 23), en los que se remiten a 
dicho ED, con la doble finalidad de recabar ideas para hacer aportaciones a dicho borrador de norma, 
y de preparar el futuro pronunciamiento propio, una vez lo haga el IPSASB y con base en él, caso de 
la ASBS, y de modificar su AASB 1004 “Contributions”, caso de la AASB.  

18 Los bienes en arrendamiento financiero, no son considerados inmovilizados materiales, al no 
existir un derecho de propiedad; las cuotas son gastos del ejercicio, la deuda pendiente se recoge en 
los anexos y sólo al ejercerse la opción de compra el elemento se incorpora al activo. 

19 Junto a los elementos que la entidad local posee en plena propiedad, en el inmovilizado material 
aparecen aquellos otros recibidos bajo la forma legal de “puesta a disposición” de la entidad, o como 
consecuencia de una “afectación” de servicios. 

20 Casos de las cesiones y adscripciones de bienes. 
21 Caso de las cesiones de bienes, que figuran en las cuentas del cesionario. 
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En cuanto a los criterios valorativos a aplicar, los diversos pronunciamientos 
distinguen según sea la primera o posteriores valoraciones, la vía por la cual el 
elemento se ha incorporado al patrimonio de la entidad, así como si el mismo se 
configura como PPE o como  PI. 
a) Primeras valoraciones 
Según el IPSASB [2001b, pár.22], en el caso de los PPE, al adquirirse el bien a 
un tercero habrá de ser valorado por el coste de adquisición, incluyéndose los 
gastos inherentes a la misma, aplicándose similar procedimiento de cálculo de 
construirse el bien por la propia entidad, posición idéntica a la mantenida en 
otros pronunciamientos como [AASB ; 2004b, pár. 15],  [FRSB ; 2004a, pár. 
15], [ASBS ; 2004b, pár. 21], [AARF ; 1999, párs. 6.1,1.2. 3-5], [AARF ; 1996, 
par. 36], la Accounting Standards Board (ASB) [1999, pár. 6-7] o el Federal 
Accounting Standards Advisory Board (FASAB) [1996, pár. 26].    
La diversidad de activos que pueden llegar a ser inmovilizados tangibles, así 
como las peculiaridades jurídicas que presentan las entidades públicas frente a 
las privadas, hace necesario la toma en consideración de vías especiales para la 
incorporación de tales elementos. Entre estas situaciones particulares se 
encuentra la entrada de elementos como consecuencia de una transacción sin 
contrapartida, caso contemplado por el IPSASB, siendo entonces aplicado el 
criterio del valor razonable a la fecha de incorporación [IPSASB; 2001b, pár. 
23], [IPSASB; 2006a, pár. 42]22; el caso de elementos a coste nulo, por 
donación, expropiación o proceso que conduzca a una situación similar, es 
considerado también en otros pronunciamientos, optándose por el mismo 
criterio23. Una propuesta alternativa es la ASB [1999, pár. 17] con el valor 
corriente, entendido como el menor valor entre el coste de reemplazo y la cuantía 
recuperable24. 
En el caso de un PI el criterio valorativo para la primera valoración será similar 
al establecido para los PPE, coste de adquisición, con gastos de transacción 
incluidos25, o valor razonable a fecha de adquisición de incorporarse el bien por 
la vía de una transacción sin contrapartida [IPSASB; 2001a, pár. 22-23], 
[IPSASB; 2006a, pár. 42]26, [AASB; 2004a, pár. 20 y Aus 20.1], [FRSB; 2004b, 
pár. 20y Nz 20.1], [ASBS; 2004b, pár. 22-23].  
b) Segundas y posteriores valoraciones 
Con posterioridad al momento de reconocimiento del elemento, las sucesivas 
valoraciones a realizar se harán bien manteniendo el criterio valorativo del coste 
de adquisición o bien contabilizando el mismo a su valor revaluado, el cual viene 
dado por su  valor razonable en el momento de la reevaluación, detrayendo en 
ambos casos la depreciación acumulada practicada y el importe acumulado de 
                                                 

22 Esta IPSAS establece este criterio de valoración para cualquier tipo de elemento incorporado por 
la vía de una transacción sin contrapartida, en coherencia con las condiciones establecidas de 
reconocimiento de activos. 

23 Véase al respecto: [FASAB; 1996, pár. 30], [AASB; 2004b, pár. Aus 15.1], [FRSB; 2004b, pár. 
Nz 15.1], [ASBS; 2004b, pár. 22], [AARF; 1996, pár. 37]. 

24 Entendida como el mayor valor entre el valor realizable neto y el valor en uso. 
25 El IPSASB considera explícitamente que los gastos posteriores a la adquisición, en tanto 

incrementen el potencial de servicio o sea probable algún beneficio económico futuro,  formen parte 
del valor del elemento [IPSASB; 2001a, párs. 30-31]. Similar criterio es manifestado por la AARF 
[1997, pár. 5.7]. 

26 Véase nota 21. 
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cualesquiera pérdidas por deterioro de valor que haya sufrido el elemento a lo 
largo de su vida útil. De optarse por el criterio de la reevaluación, las mismas se 
efectuarán con suficiente regularidad que permita la efectividad del método, esto 
es, que el valor expresado en libros del bien no difiera sensiblemente del que se 
obtendría utilizando el valor razonable en la fecha a la que se refieran los estados 
financieros. Si se reevalúa un elemento deberá hacerse lo mismo con todos los 
elementos de la misma clase de activos. La opción elegida deberá aplicarse a 
todos los activos fijos tangibles. 
Esta doble opción es mantenida por los pronunciamientos de referencia que se 
vienen utilizando en este trabajo, si bien con el matiz de que el IPSASB [2001b, 
pár. 38-39] confiere al criterio valorativo del coste el carácter de tratamiento de 
referencia, siendo el criterio reevaluatorio un tratamiento alternativo permitido, 
mientras que en los otros pronunciamientos se coloca a ambas posibilidades a un 
mismo nivel de preferencia [ASBS; 2004b, pár. 37-39], [FRSB; 2004a, pár. 29-
31], [AASB; 2004b, pár. 29-31], … 
El criterio de valoración para las PI en posteriores y sucesivas valoraciones 
difiere del mantenido para la categoría anterior, no existiendo homogeneidad de 
opiniones. Así, los pronunciamientos del IPSASB [2001a], AASB [2004a] y 
ASBS [2004a] permiten que la entidad elija entre el modelo de coste y el del 
valor razonable27, para todos los elementos considerados como PI, en el primer 
caso [IPSASB; 2004a, pár. 16], y con excepciones puntuales en los otros dos 
pronunciamientos [AASB; 2004a, pár. 30], [ASBS; 2004a, pár. 35]28; a pesar de 
ello, dichos pronunciamientos se inclinan por el valor razonable, al opinar que 
este método ofrece una mejor información, por lo que no consideran apropiado 
pasar del método de valor razonable al de coste, si aquél fue el utilizado para la 
primera valoración y establecen la exigencia de que las entidades valoren todas 
sus PI por el método del valor razonable, ya sea con objetivos de medición, de 
haber elegido este método de valoración, o para la difusión informativa, de 
haberse inclinado por el método de coste [IPSASB; 2001a, párs. 33 y 34], 
[AASB; 2004a, párs. 31 y 32]. En cambio, el FRSB [2004a, párs. 33 y 53] 
prescribe el uso del criterio del valor razonable para todas las segundas y 
sucesivas valoraciones, admitiendo únicamente la utilización del criterio del 
coste con carácter excepcional cuando el primero sea de imposible aplicación. La 
postura mantenida por el ASB [1981] es que las PI deben incluirse en el balance 
a su precio de mercado adecuadamente formado (open market value). 
2.3.2. Posicionamientos continentales 

                                                 
27 Se admite la posible existencia de imposibilidad de aplicar el valor razonable, en cuyo caso se 

utilizaría el método de coste [IPSAB; 2001a, pár. 55]. 
28 Además de admitir el caso de imposibilidad de utilizar el valor razonable, [AASB; 2004a, par. 

53], empleándose entonces el método de coste, este pronunciamiento también admite otras 
excepciones puntuales [AASB; 2004a, párs. 32a y 34]. Además, en lo relativo al método de coste 
[AASB; 2004a, pár. 56], también se permite a la entidad acogerse, en estas segundas y sucesivas 
valoraciones, no sólo al método de coste según los requisitos establecidos en la AASB 116 [AASB; 
2004a], sino que también admite la posibilidad de acogerse a la categoría de “activos no corrientes 
mantenidos para la venta y operaciones discontinuas”, si se dan las condiciones para ello, en cuyo 
caso les sería de aplicación para su medida lo establecido por la AASB 5 “Non-current Assets Held 
for Sale and Discontinued Operations”. El ASBS [2004a, pár. 35] establece también esta elección, en 
unas excepciones puntuales [ASBS; 2004a, párs. 38 y 42], admite la imposibilidad de utilizar el valor 
razonable [ASBS; 2004a, pár. 61], utilizándose entonces el modelo de coste. 
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En las tres normativas locales consideradas se establece como criterio básico 
para la primera y posteriores valoraciones el precio de adquisición o coste de 
producción29 para todos los elementos, con independencia de su consideración, 
de ser el caso, como necesarios para la actividad o ajenos a la misma, quedando 
las revalorizaciones excluidas salvo en casos puntuales legalmente regulados, y 
dándose en principio sólo discrepancias puntuales en casos particulares de alta.   
Estos casos particulares los constituyen tanto para Francia, como para España y 
Portugal, las adquisiciones de bienes a título gratuito. 
En Portugal, los bienes obtenidos por este título se dan de alta por el valor 
resultante de su valoración, por su valor legal si existe o, de no existir, por el 
valor pericial, explicitándose los criterios de valoración aplicados en el anexo; de 
no ser posible adjudicar un valor, asumirá un valor nulo hasta el momento en que 
sea objeto de una gran reparación, momento en que adoptará el valor de ésta. De 
ser el inmovilizado transferido de otra entidad pública sometida al POCAL o al 
POCP, se le atribuirá el valor por el que figura en la contabilidad de la entidad 
transmisora, salvo que figure otro valor en la disposición legal por la que se 
autoriza la transferencia, o bien el valor acordado entre las partes y debidamente 
autorizado por el órgano competente; subsidiariamente, se aplicaría a este caso 
los criterios generales anteriormente enunciados. 
En Francia se utiliza, como criterio general, el valor venal para los bienes 
recibidos a título gratuito, empleándose el valor contable neto en casos 
particulares de bienes recibidos como dotaciones de otras administraciones 
jerárquicas superiores.  
En España también se emplea, como criterio general, el valor venal tanto para el 
caso de los bienes recibidos a título gratuito como aquellos otros que son fruto de 
una cesión. Ahora bien, de tratarse de bienes adscritos su valoración inicial se 
realiza por el valor en libros de la entidad que entrega el bien. Además, las 
permutas o los incrementos de valor de los bienes fruto de mejoras que 
incrementen su vida útil o capacidad toman como límite el valor de mercado y 
las adquisiciones de bienes por compensación de créditos de la entidad frente a 
terceros se registran, en su caso, por el importe de este crédito como tope 
valorativo en estricta aplicación del principio de prudencia.  
2.4. Reconocimiento de la depreciación 
2.4.1. Pronunciamientos extracontinentales 
La doctrina internacional parte de distinguir no sólo la diferenciación del 
elemento como PPE o PI, sino que también separa la depreciación sistemática 
que sufren los activos inmovilizados y de naturaleza no financiera, de las 
pérdidas de valor derivadas de deterioros sufridos por los elementos. 
Los elementos tipificados como PPE y que tengan una vida útil limitada, serán 
objeto de un proceso sistemático de reconocimiento de la disminución que, por 
diversos motivos (uso, paso del tiempo, cambios tecnológicos, ...) sufra el 
beneficio que cabe esperar en el futuro de dichos elementos, proceso sometido a 
periódica revisión anual por si las condiciones aconsejan su modificación, y en 
cuyo cálculo habrá de tenerse en cuenta tanto el valor residual, significativo o no 
                                                 

29 Tomo II, Título 3, Capítulo 3, punto 1.2. de la M14 (2006). Francia. - Punto 4.1.1. del  Plano 
Oficial de Contabilidade das Autarquías Locais (POCAL). Portugal. - Quinta parte. Punto 2.1. Plan 
General de Contabilidad Pública adaptado a la Administración Local. España. 
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en muchos casos y que puede verse alterado por diversas causas tal como un 
adecuado proceso de mantenimiento, como la vida útil del elemento, la cual 
también puede verse afectada por dicha actividad de mantenimiento. Se trata de 
un proceso que habrá de considerarse que afecta a todos los inmovilizados 
tangibles y de vida útil limitada [ÌPSASB; 2001b, párs 54-65], [AASB; 2004b, 
párs. 43-62], [FRSB; 2004a, párs. 43-62], [ASBS; 2004b, párs. 53-72] y 
[FASAB; 1996, párs. 36-39].  
La necesidad de reconocer los deterioros de valor que, por motivos puntuales, 
puedan también sufrir este tipo de elementos, se contempla en diversos 
pronunciamientos [ÌPSASB; 2001b, pár. 66], [AASB; 2004b, pár. 63], [FRSB; 
2004a, pár. 63], [ASBS; 2004b, pár. 73] y [ASB, 1998, Summary]. Ahora bien, 
aunque sobre este planteamiento general existe un acuerdo básico, se ha de tener 
muy presente que las propias normas admiten la aplicación, en las segundas y 
posteriores valoraciones, de un valor reevaluado, estableciendo, como ya se 
señaló, una aplicación con la suficiente regularidad para que no exista una 
diferencia significativa con el valor razonable a fecha. En estas circunstancias, el 
IPSASB [2004, párs. 2.e y 10] considera no procedente el cálculo de un deterioro 
de valor, manifestado al establecer y explicar la exclusión de alcance tanto para 
los elementos de esta categoría no generadores de efectivo como para los 
elementos generadores de efectivo [IPSASB; 2006b, párs. 2.e y 10]. De similar 
opinión es el ASBS, en sus ED 29 “Impairment of Non-Cash-Generating Assets” 
[ASBS, 2006a], en sus párrafos 2.e. y 10, y ED 28 “Impairment of Cash-
Generating Assets” [ASBS, 2006b]30.  
Existen otras opiniones, como la de la AASB [2004c], según la cual no todos los 
elementos que siguen la opción de la AASB 116 [AASB; 2004b] de ser 
reevaluados utilizando el valor razonable estarían excluidos del cálculo del 
deterioro por pérdida de valor, sino que al contemplar la norma AASB 136 
diversas maneras de realizar tal proceso de reevaluación, dependiendo del 
criterio utilizado, procedería o no calcular el deterioro [AASB; 2004c, pár. 5]. 
Idéntica filosofía es seguida por el FRSB [2006, pár. 5]. 
Si pasamos a considerar las PI, en tanto que se obliga [FRSB; 2004b, pár. 33] o 
se propicia [IPSASB; 2001a,  pár. 32-34], [AASB; 2004a, párs. 30-32] y [ASBS; 
2004a, pár. 36-37] la utilización del método del valor razonable para los 
sucesivos procesos de valoración, el cálculo de la depreciación sistemática sólo 
se haría necesaria para aquellas entidades que, siéndoles permitido, opten por el 
método del coste para valorar sus PI a la largo de la vida de las mismas, o 
utilicen este método por ser de imposible aplicación el del valor razonable, como 
se señala por el IPSASB [2004, párs. 2.d y 9] al establecer y explicar la 
exclusión de alcance31. Similar postura es la de la AASB [2004a, pár. 56] y la 
ASBS [2004a, pár. 61], mientras que el FRSB, al establecer el valor razonable 
como el único método valorativo para las valoraciones posteriores, solo 
contemplaría la necesidad del cálculo de la depreciación sistemática en el 
supuesto de aplicación del método de coste por imposibilidad de utilización del 
                                                 

30 Se trata de un ED que se remite al ED 30 del IPSASB, con el doble fin de recabar ideas para 
hacer comentarios sobre el ED del IPSASB, como para elaborar un propio ED cuando el IPSASB 
emita el pronunciamiento correspondiente. 

31 Estableciendo una casuística al respecto y bajo que norma debe realizarse el proceso contable de 
depreciación de los distintos elementos según su naturaleza: inventarios, contratos de construcción, 
financieros, no financieros,.... y según su carácter de activos generadores o no de efectivo. 
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valor razonable [FRSB; 2004b, pár. 53]. Por similares razones, el ASB [1981, 
pár. 10] también mantiene que las PI no deberían estar sujetas a una depreciación 
sistemática32. 
En cuanto a las pérdidas por deterioro, es de aplicación el mismo razonamiento, 
por lo que las mismas sólo se calcularán de ser el criterio valorativo el método de 
coste, excluyéndose su consideración de emplearse el valor 
razonable33[IPSASB; 2004, párs. 2.d y 9], [IPSASB; 2006b, párs. 2.d y 9], 
[ASBS; 2006a, pár. 2.d y 8], [AASB; 2004c, pár. 2.f y 5], [FRSB; 2006, pár. 2.f 
y 5].  
2.4.2. Posicionamientos continentales 
Al considerar la problemática relativa a las depreciaciones, en Francia, Portugal 
y España no existe coincidencia de criterios, debido a las discrepancias de 
tratamiento cualitativo ya expuestas, aunque la postura genérica es coincidente 
en tanto que han de recogerse las depreciaciones sistemáticas mediante las 
amortizaciones34 y las puntuales por la vía de las provisiones en la normativa 
española35, definidas como amortizaciones extraordinarias en la normativa 
portuguesa (POCAL, 4.1.10). Ahora bien, no serán amortizadas en España las 
“inversiones destinadas al uso general”, puesto que su reflejo contable solo tiene 
lugar en el balance de las administraciones públicas en tanto no estén 
cumpliendo con su cometido, no rompiendo la filosofía de uso que sustenta el 
concepto de amortización. El ya mencionado criterio seguido en la norma 
portuguesa de mantener todos los inmovilizados tangibles como tales en el 
activo, hace que todos ellos, en tanto sea limitada su vida, habrán de someterse a 
tal proceso de depreciación sistemática. En Francia, por último, si bien se 
manifiesta la necesidad de las amortizaciones para una adecuada información 
patrimonial, la normativa establece de modo pormenorizado los elementos de 
obligatoria amortización cara a la consideración de la dotación como un gasto 
obligatorio de la entidad, si bien se permite a la asamblea rectora de la misma la 
posibilidad de extender la amortización presupuestaria a otros bienes, así como 
practicar este proceso a aquellas entidades no obligadas a ello. 

3.- COMENTARIO FINAL 
En la línea de lograr una mejora en la gestión de las entidades públicas, la 
incorporación a sus estados financieros de una parte tan significativa de sus 
patrimonios como son sus activos fijos tangibles, se constituye como una paso 
necesario al logro de unos estados informativos coherentes con la realidad 
subyacente. 
La problemática referida a estos activos es múltiple, dada la gran variedad de 
elementos que pueden formar parte de este grupo en las entidades públicas. 
                                                 

32 Se establece una situación de excepcionalidad. 
33El ASB [1998, pár. 5] excluye del proceso de deterioro a las propiedades de inversión al 

establecer su ámbito de aplicación; además ha de tenerse en cuenta lo dicho al respecto de su 
valoración al precio de mercado [ASB; 1981, pár. 11]. 

34 La normativa local francesa, por medio del C.G.C.T., en su art. L.2321-2 27º, establece que 
están obligadas a practicar el proceso amortizativo las “communes” (ayuntamientos) con una 
población igual o superior a 3500 habitantes, y cuando los bienes hayan sido adquiridos con 
posterioridad al 1º de enero de 1996. 

35 Expresamente recogido en la normativa local española y, con carácter subsidiario al Plan 
general de Contabilidad Pública en el documento Nº 6 “Inmovilizado no financiero” de la Comisión 
de Principios y Normas de Contabilidad  Pública. 
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El tratamiento de estos activos viene marcado, a nivel internacional, por el papel 
que cumplen en relación con la entidad bajo cuya jurisdicción se encuentran, ya 
sea prestando servicios directamente vinculados a la actividad de aquella, o bien 
desvinculados de la misma y dirigidos a la obtención de una renta o plusvalía. Si 
bien en Portugal se sigue en este aspecto una línea similar a las normas más de 
carácter anglosajón, en Francia y España son únicamente cuestiones de índole 
jurídica las que establecen una distinción básica de partida. 
La presencia de esta clase de elementos en los estados financieros básicos es 
contemplada de forma casi unánime, siempre que se cumplan ciertos requisitos 
de activación, abogando muchos de los pronunciamientos por su registro en el 
estado de situación patrimonial. 
Sin embargo y en lo que se refiere a los criterios de valoración, éstos se centran 
de modo generalizado en la aplicación del coste de adquisición para el alta, con 
el valor razonable como sustituto en caso de inexistencia de aquel, mientras que 
con posterioridad las posturas basculan entre la elección entre los dos criterios 
citados y la obligatoriedad de emplear el segundo, según sea la utilización del 
elemento en relación con la actividad de la entidad, o el pronunciamiento al que 
nos acojamos, alternativas que también condicionan la práctica sistemática del 
proceso de depreciación y/o el reconocimiento de deterioros por causas 
puntuales. 
En los países de corte contable continental que hemos considerado, tiene un peso 
definitivo la no admisión de valores por encima del coste inicial, no aplicándose 
el criterio del valor razonable. Ahora bien, la aplicación del proceso de 
depreciación presenta discrepancias, fruto de la postura española de no mantener 
una parte importante de los activos fijos tangibles, los entregados al uso general,  
de manera estable en el activo patrimonial, lo que impide la práctica de aquella. 
Para finalizar, si bien las diferencias de criterios aún siendo importantes no 
parecen en principio insalvables, hemos de tener en cuenta el carácter 
introductorio y, por tanto, genérico del análisis realizado, centrado en normativa 
positiva, de carácter legal o profesional, según proceda de los diversos estados. 
La profundización en el mismo, con la toma en consideración de importantes 
segmentos de activos fijos que se presentan como especiales en el sector público, 
casos de las Infraestructuras o  de los Bienes de Patrimonio Histórico, Artístico y 
Cultural, así como la extensión del estudio a las posiciones doctrinales en 
presencia, ofrecerían una visión todavía más completa y heterogénea de la 
situación presente. 
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